Aportes para la Relatora Especial sobre la promoción y la protección de los 
Derechos Humanos en el contexto del cambio climático, sobre "acceso a la información sobre cambio climático y derechos humanos"

Atendiendo a las facultades e importancia que las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (INDH) tienen de velar por el respeto y garantía de los Derechos Humanos, la INDH de El Salvador hace los siguientes aportes a las preguntas clave para la preparación del informe temático por parte de la Relatora Especial.

1. ¿Qué tipo de información debería recopilarse y compartirse para identificar y prevenir los impactos negativos sobre los derechos humanos derivados del cambio climático y de las medidas de respuesta al cambio climático? ¿A qué tipo de información puede resultar especialmente difícil acceder y por qué?

El acceso a la información, como se establece en las convenciones y leyes, representa un derecho fundamental para la ciudadanía que desee buscar y recibir información y datos que se encuentran en poder del Estado. Por consiguiente, el ejercicio de este derecho fortalece la participación ciudadana, las políticas públicas, la gestión pública y por ende la gobernabilidad.

Sobre la base que el ser humano es el principal causante del cambio climático, por ende es responsabilidad de todos y todas contribuir en la prevención y reducción de los efectos del cambio climático; el tipo de información que debe estar disponible y compartirse respecto de la prevención de los impactos derivados del cambio climático en los derechos humanos por parte de los Estados debería estar orientada a: la mejora continua de la educación y sensibilización ambiental de la población en general, el fortalecimiento de capacidades y asistencia técnica de apoyo a las comunidades, asociaciones comunitarias, comités y gobiernos locales, para el logro de una articulación efectiva, con el fin de aumentar la resiliencia al cambio climático mediante sistemas de producción bajos en emisiones de gases de efecto invernadero, consumo de agua y, cadenas de valor agroalimentarias que sirvan de soporte a los compromisos sectoriales definidos en las Contribuciones Nacionalmente Determinadas (NDC), así como también proporcionar herramientas y métodos que permitan reducir la vulnerabilidad a los impactos negativos del cambio climático mejorando la capacidad de adaptación y resiliencia. Impulsar una cultura de gestión integral de riesgos climáticos, que disminuya la vulnerabilidad y garantizar que la ciudadanía esté mejor preparada en la prevención y respuesta anticipada ante eventos asociados al cambio climático. Creación y divulgación de planes intersectoriales para adaptación al cambio climático.

Por otra parte, la información relacionada a los impactos negativos sobre los derechos humanos derivados del cambio climático y las medidas de respuesta, debería ser divulgada por todos los medios de comunicación posibles como un pilar fundamental de acceso a la información, incluyendo los tradicionales (radio, televisión, medios escritos), para que pueda informarse la mayoría de la población; si bien, en la actualidad el auge de las nuevas tecnologías ofrece funcionalidades y capacidades para el intercambio de información, que permite acceder a esta casi desde cualquier lugar y en cualquier momento, aún permanecen las brechas de desigualdad en el acceso a medios digitales por parte de sectores poblaciones, sobre todo los que viven en condición de pobreza. Al no contar con información suficiente y oportuna respecto de los diferentes impactos y medidas de respuesta, se ven imposibilitados de tener un efectivo goce y disfrute de sus derechos.


¿A qué tipo de información puede resultar especialmente difícil acceder y por qué?

Considerando que los efectos adversos del cambio climático amenazan la propia existencia de todos los seres humanos, cuyos impactos repercuten directamente en los derechos humanos como el derecho a la vida, la salud, la alimentación, el agua, la vivienda y los medios de vida, ninguna información debería ser restrictiva o de difícil acceso, ya que una población bien informada es más activa y promueve la gobernanza en los territorios.

De conformidad a la Ley de Acceso a la Información Pública todas las personas tienen derecho a pedir y recibir información, siendo además una herramienta para la participación ciudadana, y monitoreo de los actos del Estado, para asegurar que la gestión pública sea más transparente y responsable y lograr que sus acciones respondan a las necesidades de la población, por tanto, no deben existir limitaciones para que la población tenga acceso a la información en poder del Estado.

En lo que respecta al cambio climático, tanto en las medidas de mitigación como en las de adaptación, los procesos de toma de decisiones inclusivos, transparentes y participativos desempeñan un papel central para garantizar una transición justa, de ahí la importancia de que la información sea accesible para la población, para enfrentar los desafíos climáticos.

2. ¿Son suficientes los enfoques existentes para recopilar, compartir y supervisar información sobre el cambio climático y los derechos humanos para que el público pueda evaluar la magnitud de los impactos negativos reales y potenciales sobre sus derechos humanos, y la adecuación de las respuestas de los Estados a estos riesgos? ¿Cómo pueden mejorarse estos enfoques?

El cambio climático al ser una crisis ambiental que enfrenta nuestro planeta, todas las acciones, políticas e información relacionadas con el cambio climático, debe abordarse no solamente desde los enfoques científico, político y económico, ya que éstos no son suficientes, sino que debe aplicarse otros enfoques de manera integral, a decir, el enfoque en derechos humanos, en virtud de que el cambio climático amenaza el disfrute efectivo de una serie de derechos humanos que incluyen los relacionados con la vida, el medio ambiente sano, el agua y el saneamiento, la alimentación, la salud, la vivienda, la autodeterminación, la cultura y el desarrollo, en tal sentido, deben tomarse medidas prioritarias y no negociables en la formulación y aplicación de políticas climáticas que prevengan o atenúen los riesgos, y que la población esté debidamente informada.

Así también, debe resaltar el enfoque sociológico, centrando su análisis en cómo el cambio climático afecta de manera diferenciada a las personas, comunidades y ciudades, y cómo éstas responden, puesto que las consecuencias sociales se dan según sean las características concretas de las mismas.
Los Estados tienen una obligación reforzada de garantizar y proteger los derechos de personas o grupos que se encuentran en situaciones de vulnerabilidad o que son particularmente vulnerables a los daños e impactos adversos del cambio climático en razón que histórica y sistemáticamente han soportado la mayor carga de desigualdad estructural.

Estos grupos de la población que sufren con mayor intensidad que otros las violaciones a sus derechos debido a su especial situación de vulnerabilidad o las circunstancias fácticas, geográficas y económicas que los caracterizan, son: pueblos indígenas, mujeres, niñez y juventud, personas adultas mayores, personas con discapacidad y personas en situación de pobreza.

Que la ciudadanía pueda tener de manera oportuna y eficaz la información, está relacionado a un adecuado Sistema de Alerta Temprana, para ello se requiere generar espacios de participación de las comunidades, que se fortalezca sus capacidades de atención en la prevención, y ante los impactos por desastres. Estos sistemas necesitan además evaluación constante y verificación de su eficacia, y hacer las mejoras correspondientes, pues de ellos depende que haya disminución en pérdidas de vidas y en el impacto económico.

¿Cómo pueden mejorarse estos enfoques?

Se debe reconocer que los Estados tienen diferentes niveles de responsabilidad histórica, así como también diferentes capacidades para abordar el cambio climático. Los países industrializados, que son los mayores emisores de gases de efecto invernadero, tienen mayor responsabilidad en impulsar la mitigación del cambio climático, fortaleciendo la asistencia a los países en desarrollo, para adaptarse al cambio climático, por lo que se debería potenciar la integración de los siguientes enfoques:

Enfoque de género, que responda a las necesidades y prioridades que enfrentan a menudo las mujeres, quienes son las más afectadas por el cambio climático, haciéndoles participes en la toma de decisiones y la implementación de medidas de mitigación y adaptación. 

Participación y consulta, involucrar a las comunidades afectadas por el cambio climático, especialmente a los pueblos indígenas y las comunidades locales, en la toma de decisiones y la formulación de políticas. Con ello se garantiza que las soluciones sean culturalmente apropiadas y sensibles a las necesidades locales. 

Adaptación y resiliencia, priorizar la adaptación y la construcción de resiliencia en las comunidades más vulnerables, incluida la promoción de prácticas agrícolas sostenibles, la gestión de recursos hídricos y la infraestructura resiliente al clima.

Transferencia de Tecnología y Recursos Financieros, los países industrializados deben proporcionar recursos financieros y transferencia de tecnología a los países en desarrollo para ayudar a abordar el cambio climático y promover un desarrollo sostenible.

Cooperación Internacional: la cooperación internacional es esencial para abordar el cambio climático de manera efectiva. Tal como lo ha referido el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático (IPCC), las emisiones excesivas y continuadas de los países industrializados están privando a millones de personas del agua, el suelo y las tierras que necesitan para subsistir. Por lo que es urgente que se destinen fondos para atender la crisis climática de manera más expedita para la implementación de medidas y mejorar así la capacidad adaptativa y construcción de resiliencia al cambio climático.
3. ¿Existen barreras indebidas para acceder a información actualizada sobre derechos humanos y cambio climático (por ejemplo, accesibilidad lingüística y técnica, uso de tecnología, motivos de no divulgación, otros)?
El Salvador al ser firmante de diferentes tratados internacionales sobre derechos humanos tiene entre sus obligaciones la de respetar el derecho a la información, así como la participación de todas las personas afectadas y su derecho a acceder a recursos efectivos por abusos contra los derechos humanos.

En tal sentido, debe informar los datos y resultados obtenidos respecto a la implementación de objetivos y políticas de mitigación, y garantizar la administración eficaz y transparente de estrategias y fondos para la adaptación, tanto los nacionales como internacionales, y hacer uso de diferentes medios comunicacionales a los que tengan acceso la mayoría de las personas, tomando como base el enfoque de derechos humanos, así como la necesidad de considerar los efectos de este fenómeno en el pleno disfrute de los derechos humanos por todas las personas. 

Se observa que en El Salvador las respuestas a la acción climática y las emergencias no son accesibles ni inclusivas. En la mayoría de los casos, las personas con discapacidad no reciben información en formatos accesibles sobre la forma en que pueden participar en la acción climática y no son incluidas en los planes de acción para hacer frente a las emergencias, lo que supone un riesgo para su vida, por lo que es de importancia que el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Dirección General de Protección Civil y otras autoridades encargadas de la temática, dispongan de instrumentos y protocolos de mitigación de riesgos para las personas con discapacidad y en situación de vulnerabilidad, a través de Sistemas de Alerta Temprana accesibles en lenguaje de señas, sistema braille, formatos de lectura fácil e ilustrativa para mayor comprensión.

Si bien, el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales como ente regulador en materia ambiental, cuenta con información actualizada durante las 24 horas del día sobre monitoreo de pronósticos basados en impacto, que brinda estimaciones precisas sobre la evolución e intensificación de los diferentes fenómenos, precipitaciones, olas de calor, lluvias, etc. así como la estructura del sistema de Observatorio de Amenazas y Recursos Naturales, usando tecnología de vanguardia, para la gestión de riesgos y planificación urbana resiliente, se considera que existe la barrera de la accesibilidad lingüística, ya que la información o comunicación, no está adaptada a las características y diversidad de las personas con discapacidad, siendo información técnica y no comprensible para todas las personas.

4. ¿Existen ejemplos en los que la cooperación internacional haya apoyado eficazmente el acceso público a la información sobre el cambio climático y los derechos humanos? ¿Cuáles son los retos a la hora de aplicar los artículos 4 (acceso del público a la información) y 6 (sensibilización del público) de la CMNUCC, y el artículo 12 (acceso del público a la información) del Acuerdo de París, así como otros instrumentos y procesos internacionales que pueden apoyar/contribuir a la cooperación internacional en materia de acceso a la información sobre el cambio climático y los derechos humanos?

El Salvador ha impulsado sus compromisos climáticos internacionales con apoyo de la Unión Europea, a través de Euroclima+[footnoteRef:1], dicho programa tiene como objetivo reducir el impacto del cambio climático y sus efectos, tomando como base el Plan de Acción que hace énfasis en la adaptación al cambio climático, y que guía las actuaciones nacionales en el ámbito climático, resultado de la participación de diversos actores de la sociedad.  [1:  Declaraciones del Ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales, sobre el Plan de Acción en la adaptación al cambio climático, disponible en https://www.ambiente.gob.sv/el-salvador-impulsa-sus-compromisos-climaticos-internacionales-con-apoyo-de-la-union-europea-a-traves-de-euroclima/] 


Además, el Gobierno de Corea del Sur[footnoteRef:2] con el fin de fortalecer las capacidades nacionales para la restauración de espacios naturales, en respuesta al cambio climático, que pretende capacitar al personal técnico de las instituciones vinculadas al accionar climático, así como al intercambio de conocimientos con miembros de las comunidades donde se implementará el proyecto. [2:  https://rree.gob.sv/el-salvador-recibe-cooperacion-internacional-para-la-restauracion-de-espacios-naturales-y-la-resiliencia-ante-el-cambio-climatico/] 


En cuanto a los retos a la hora de aplicar los artículos 4 de la CMNUCC y el 12 del Acuerdo de París radica precisamente en el acceso a la información no solo la relacionada al cambio climático y sus impactos sino a la información ambiental en general. Asimismo, la accesibilidad que las comunidades o poblaciones en mayor condición de vulnerabilidad puedan tener a la misma, principalmente en estos tiempos en los que la tecnología esta más incrustada en las sociedades.

¿Cuáles son los retos a la hora de aplicar los artículos 4 (acceso del público a la información) y 6 (sensibilización del público) de la CMNUCC, y el artículo 12 (acceso del público a la información) del Acuerdo de París, así como otros instrumentos y procesos internacionales que pueden apoyar/contribuir a la cooperación internacional en materia de acceso a la información sobre el cambio climático y los derechos humanos?

Los retos en cuanto a su aplicación en el caso de El Salvador radican en adaptar el contenido a la práctica, principalmente en cuanto a la transformación económica y social que el mismo requiere para su efectividad. 

Otro reto importante es el realizar procesos comunitarios para escuchar a las comunidades más impactadas a fin de transformar las realidades teniendo como objetivo el cumplimiento de lo señalado en el Acuerdo de París.


5. ¿Existen ejemplos concretos o dificultades específicas para que las empresas comuniquen información sobre los riesgos, incluso en distintos países, en relación con el cambio climático y los derechos humanos? ¿Cuáles son los obstáculos para que los titulares de derechos puedan acceder a esta información y evaluar la idoneidad de la respuesta de una empresa a estos riesgos? ¿Existen ejemplos concretos de regulación estatal que hayan mejorado significativamente el acceso a la información que poseen los agentes privados sobre el cambio climático y los derechos humanos?

Las empresas no están inhibidas de obligaciones y tienen la responsabilidad de respetar los derechos humanos. En tal sentido, para cumplir con ella deben evaluar los posibles efectos de sus actividades en los derechos humanos y adoptar medidas para evitar las repercusiones negativas. No obstante, con frecuencia suelen obtener beneficios como resultado del abuso contra los derechos humanos, se destruyen medios de vida tradicionales, por contaminación de los suelos y el abastecimiento de agua. Cuyos impactos pueden ser más gravosos para las poblaciones indígenas, ya que a menudo su forma de vida y su identidad están estrechamente vinculadas a sus tierras.

También a las comunidades afectadas, con frecuencia se le niega el acceso a información sobre el impacto de las actividades de las empresas y no son consultadas sobre el desarrollo de proyectos que atentan en las condiciones de vida de la población. Es decir, quedan excluidas de participar en las decisiones que afectan directamente sus vidas. Muchos de estos obstáculos se ven agravados por las desigualdades entre las partes involucradas, en particular por lo que respecta a los recursos financieros, el acceso a la información y las competencias técnicas profesionales.

Deben además, tomar medidas para remediar los abusos contra los derechos humanos que causan a los que contribuyen, ya sea por sí mismas o en colaboración con otros actores de la sociedad, por lo que la responsabilidad se extiende a los daños ocasionados a los derechos humanos derivados del cambio climático.

¿Cuáles son los obstáculos para que los titulares de derechos puedan acceder a esta información y evaluar la idoneidad de la respuesta de una empresa a estos riesgos?

Debe crearse un mecanismo más idóneo respecto de la Consulta Pública que regula el art.25 de la Ley de Medio Ambiente (LMA), de modo que la población tenga una participación ciudadana efectiva respecto de pronunciarse en las evaluaciones de los Estudios de Impacto Ambiental, antes de que tome la decisión para el otorgamiento o no otorgamiento de un permiso ambiental; un mecanismo con todas las garantías basadas con enfoque de Derechos Humanos. 

Una barrera actual para el ejercicio de participación ciudadana, y los Estudios de Impacto Ambiental que se ponen a disposición de la comunidad en ocasiones son demasiado extensos con un lenguaje demasiado técnico y además los medios por los cuales son comunicados no todas las personas tienen acceso a ellos. Asimismo, en el procedimiento para el otorgamiento de los permisos a las empresas, deben ser tomadas en consideración la opinión de las personas que residen en la zona de ubicación de los proyectos, hacerles partícipes en la etapa del procedimiento, con lenguaje sencillo y concreto, para que puedan identificar las posibles afectaciones con motivo de la implementación de este.

¿Existen ejemplos concretos de regulación estatal que hayan mejorado significativamente el acceso a la información que poseen los agentes privados sobre el cambio climático y los derechos humanos?

El Salvador cuenta únicamente con la Ley de Acceso a la Información Pública y su reglamento que data de 2011. Con relación a la modificación del marco jurídico de El Salvador, la INDH de El Salvador tiene como prioridad contribuir para lograr incidir para que el Estado firme y ratifique el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú), como una garantía para la protección a personas defensoras de derechos humanos y para asegurar su plena participación en la toma de decisiones respecto de los derechos al medio ambiente sano, siendo un instrumento eficaz con el que aumentaría la capacidad de respuesta institucional para promover los derechos y proteger a las personas defensoras de la tierra, los territorios y el medio ambiente, así como también la creación y el fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del derecho de cada persona.

6. ¿Cuáles son los impactos sobre los derechos humanos de un acceso inadecuado a la información por parte de las autoridades públicas y/o las empresas? ¿Existen ejemplos concretos o desafíos específicos en la recopilación y el intercambio de información sobre los niveles desproporcionados de daño real y potencial del cambio climático y las medidas de respuesta al cambio climático (datos desglosados sobre los pueblos indígenas, las mujeres, los niños, las comunidades locales, las personas con discapacidad, las personas mayores, las personas que viven en la pobreza extrema, otros)?

El acceso a la información de manera oportuna por parte de las autoridades y/o las empresas es fundamental, ya que se pueden mitigar riesgos efectivamente y lograr mejoras en el acceso a los servicios públicos como la salud, educación, el agua, entre otros, con lo cual se impulsa el pleno ejercicio de los demás derechos para lograr que la población tenga mejor calidad de vida.

Además, es indispensable facilitar el acceso a la información y la transparencia en las distintas etapas de las políticas públicas, ya que en la medida en que la ciudadanía perciba que puede intervenir en los procesos públicos y en la rendición de cuentas, se fortalece la gobernabilidad y democracia, con lo cual se promueve mayor responsabilidad en el respeto y promoción de los derechos humanos, así como una mejor atención a las necesidades y demandas de la población.

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha declarado que “el actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de publicidad y transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que las personas que se encuentran bajo su jurisdicción ejerzan el control democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas.”

En cuanto a las empresas, los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos de las Naciones Unidas, establece en uno de sus principios fundacionales, que los Estados deben proteger contra las violaciones de los derechos humanos cometidas en su territorio y/o su jurisdicción por terceros, incluidas las empresas. A tal efecto deben adoptar las medidas apropiadas para prevenir, investigar, castigar y reparar esos abusos mediante políticas adecuadas, actividades de reglamentación y sometimiento a la justicia.

En resumen, el acceso a la información es clave para el ejercicio de otros derechos como los derechos económicos, sociales y culturales, por lo que los impactos en los derechos humanos por el inadecuado acceso a la información estarían directamente relacionados con situaciones que pueden afectar la vida cotidiana de las personas, generando más pobreza, pérdidas de vidas, inseguridad alimentaria, así como en la incapacidad para tomar decisiones informadas que les permitan mejorar sus condiciones de vida.

¿Existen ejemplos concretos o desafíos específicos en la recopilación y el intercambio de información sobre los niveles desproporcionados de daño real y potencial del cambio climático y las medidas de respuesta al cambio climático (datos desglosados sobre los pueblos indígenas, las mujeres, los niños, las comunidades locales, las personas con discapacidad, las personas mayores, las personas que viven en la pobreza extrema, otros)?

Un ejemplo concreto respecto del intercambio de información sobre los niveles desproporcionados de daño real y potencial del cambio climático y las medidas de respuesta al mismo por parte de los grupos en condición de vulnerabilidad y de la población en general, se podría establecer el hecho de que en el procedimiento de evaluación ambiental regulado en LMA y su Reglamento para el otorgamiento de los permisos ambientales de actividades, obras o proyectos que tendrán un impacto ambiental negativo en el ambiente o en la calidad de vida de la población, una de las etapas previas a otorgar la autorización es la consulta pública de los Estudios de Impacto Ambiental establecida en el artículo 25 LMA, siendo según la Ley un mecanismo de participación de la población en la gestión ambiental. 

No obstante estar dispuesto en la ley, se considera que no es un mecanismo legítimo de participación ciudadana, ya que el plazo concedido para que las personas consulten el Estudio de Impacto Ambiental (EsIA) y emitan sus opiniones u observaciones sobre las posibles afectaciones en su calidad de vida, amenazas y riesgos para la salud, bienestar humano y el medio ambiente es de 10 días hábiles, un plazo demasiado corto para que la población pueda revisar y analizar el documento de EsIA, sobre todo porque el referido estudio en la mayoría de casos es voluminoso y cuenta con información técnica, muchas veces de difícil comprensión, lo que imposibilita que las personas puedan leer y analizar adecuadamente y emitir en tiempo sus observaciones u opiniones.

De igual manera, la forma en que se hace del conocimiento del público, lo cual lo realiza el titular de la actividad, obra o proyecto (persona individual o jurídica) que pretende ejecutar el mismo, previa autorización por parte del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, el aviso que indica las fecha en que se realizará la Consulta Pública del EsIA, se realiza en 3 periódicos de circulación nacional, y una vez realizadas las publicaciones, se pone a disposición del público en la alcaldía del distrito donde se ha propuesto desarrollar el proyecto (en versión impresa), y en las oficinas de la Dirección de Atención Ciudadana e Institucional en la sede central del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

Una vez finalizado el plazo de consulta, la ponderación de las opiniones u observaciones emitidas al EsIA por la población, en caso de haberlo hecho, queda a discrecionalidad del personal técnico evaluador, ya que no es brindada la información resultante de dicha consulta a la población.

Por tanto, es necesario que existan reformas a la LMA que garantice una participación ciudadana con mecanismos e instrumentos que les permiten ser parte activa de la toma de decisiones, del control social y de la corresponsabilidad, actuando de manera asociada con sus gobernantes en aras de procurar el bien común, y además que se fomenten procesos participativos que involucren a los actores sociales que identifiquen las medidas de mitigación y adaptación para generar políticas y planes más inclusivos.


